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Artículo 9°. En cualquier momento en que se verifique el incumplimiento de 
uno cualquiera de los requisitos exigidos en los artículos 6° y 7° de la presente 
ley, según el caso, la autoridad judicial competente de oficio o a petición del 
Gobierno Nacional, a través de la Alta Consejería para la Reintegración o quien 
haga sus veces, o del mecanismo no judicial de contribución a la verdad y la 
memoria histórica, dispondrá la revocatoria del beneficio otorgado. 

La aplicación de los subrogados y demás beneficios de justicia transicional 
previstos en esta ley para desmovilizados, se aplicarán de forma preferente a lo 
dispuesto en otras normas, sin atender al máximo de la pena que cabría imponer. 

Artículo 10. De conformidad con el artículo 150 numeral 10 de la Consti-
tución Política, revístase al Presidente de la República de precisas facultades 
extraordinarias, por el término de seis (6) meses, contados a partir de la expe-
dición de la presente ley, para que: 

1. Cree y/o modifique el operador que pondrá en marcha el mecanismo 
no judicial de contribución a la verdad y la memoria histórica, así como para 
regular lo atinente a su funcionamiento y adoptar las medidas presupuestales 
a que haya lugar. 

2. Modifique la estructura orgánica y/o la planta de personal de la Fiscalía 
General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del 
Pueblo y el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República – 
Alta Consejería para la Reintegración, como entidades comprometidas en el 
desarrollo de la implementación de la presente ley, así como para adoptar las 
medidas presupuestales a que haya lugar. 

Parágrafo transitorio. Mientras el Gobierno Nacional expide las medidas 
necesarias a las que se refiere el numeral 1 del presente artículo, la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR) asumirá las funciones que se 
desprenden del mecanismo no judicial de contribución a la verdad, la memoria 
histórica y la reparación, a que se refiere el artículo 4° de la presente ley. 

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su pro-
mulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Armando Benedetti Villaneda.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Alberto Zuluaga Díaz.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de diciembre de 2010.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro del Interior y de Justicia, 

Germán Vargas Lleras.

LEY 1425 DE 2010
(diciembre 29)

por medio de la cual se derogan artículos de la Ley 472 de 1998 Acciones Populares y Grupo.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Deróguense los artículos 39 y 40 de la Ley 472 de 1998.
Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y 

deroga y modifica todas las disposiciones que le sean contrarias.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Armando Benedetti Villaneda.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Alberto Zuluaga Díaz.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a los 29 de diciembre de 2010.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Germán Vargas Lleras.

LEY 1426 DE 2010
(diciembre 29)

por la cual se modifica la Ley 599 de 2000, relativa a las conductas punibles que atentan contra los bienes 
jurídicamente protegidos de los defensores de derechos humanos y periodistas.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el inciso 2° del artículo 83 de la Ley 599 de 2000, 
el cual quedará así:

“El término de prescripción para las conductas punibles de genocidio, 
desaparición forzada, tortura, homicidio de miembro de una organización 
sindical legalmente reconocida, homicidio de defensor de Derechos Hu-
manos, homicidio de periodista y desplazamiento forzado, será de treinta 
(30) años”.

Artículo 2°. Modifíquese el numeral 10 del artículo 104 de la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así:

(...)

“10. Si se comete en persona que sea o haya sido servidor público, periodista, 
juez de paz, Defensor de Derechos Humanos, miembro de una organización 
sindical legalmente reconocida, político o religioso en razón de ello”.

Artículo 3°. Modifíquese el numeral 11 del artículo 170 de la Ley 599 de 
2000, el cual quedará así:

(...)
“11. Si se comete en persona que sea o haya sido periodista, dirigente 

comunitario, Defensor de Derechos Humanos, miembro de una organi-
zación sindical legalmente reconocida, política, étnica o religiosa o en  
razón de ello”.

Artículo 4°. Modifíquese el inciso 2° del artículo 347 de la Ley 599 de 2000, 
el cual quedará así:


